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embargadas que desde 2015 a esa fecha de 2020 ascendían a 11.200 euros, por lo que restando lo ha 
abonado -4.045,57 euros- se le debía la cantidad de 7.154,43 euros.

A pesar de ello, con fecha 6-5-2020 se le ingresó tan solo 1.216,80 euros, siendo muy superior la deuda 
y estando abonada e ingresada en la cuenta del Juzgado. Y desde dicha fecha no se había procedido a 
realizar ningún otro pago, por lo que se le debía la cantidad de 9.337,63 euros.

Por informe del Juzgado Decano recibimos copia del Auto de fecha 31 de julio de 2021 -si bien firmado 
el 31 de agosto siguiente-, así como extracto consulta de movimientos de la cuenta judicial, habiendo 
solicitado una ampliación del mismo ya que las cantidades ya abonadas por la ejecutada en virtud de 
los embargos trabados constan en la cuenta judicial (a fecha 1 de septiembre de 2021 la cantidad 
de 9.537,63 euros), que las mismas han sido repetidamente reclamadas por el ejecutante, y que su 
concepto es la pensión de alimentos de un menor.

A fecha de redacción del presente informe nos encontramos aún pendientes de recibir la información 
solicitada.

La misma dilación se nos trasladaba en la queja 21/7026, si bien en este caso no fue admitida a trámite 
al estar la causa sub-iudice y no haberse acreditado una dilación injustificada en la tramitación.

De la misma forma en la queja 21/8227 la interesada nos comunica que en un Juzgado de Sanlúcar la 
Mayor (Sevilla), se tramita a su instancia el procedimiento de Ejecución por impago de la pensión de 
alimentos de sus hijos, en donde todos los meses el empleador embarga la cantidad de la pensión de 
alimentos que asciende a 600 euros, pero el Juzgado no le hace entrega de dichas cantidades a pesar de 
los escritos presentados y llamadas de teléfono realizadas tanto por ella como por su abogada.

Actualmente existe en la cuenta de ese juzgado 4.800 euros que no le han entregado, y que se supone 
que deberían ser destinados a la alimentación de sus hijos, estando pasando por una situación económica 
muy mala y precaria, y esa cantidad suponen ocho meses de pensión que no han recibido sus hijos.

Por último, hacer mención a la queja 21/4905, tramitada a instancias de la madre de un joven que estaba 
retenido contra su voluntad en una instalación hotelera de Baleares, sin dejarle salir de la habitación, 
argumentado motivos de salud pública relacionados con la pandemia por COVID-19.

El  joven se encontraba de viaje de fin de curso  junto con otros compañeros y el problema encontró 
solución pasados unos días, regresando el grupo de jóvenes a sus respectivos domicilios, previa 
acreditación mediante test que no habían contraído la enfermedad.

No obstante, ante las posibles irregularidades cometidas por la Administración, y respecto de los daños 
y perjuicios sufridos, le asesoramos respecto de la posibilidad de ejercer acciones legales, ello además 
de tener expedita la vía de presentar una queja ante el Defensor del Pueblo de España.

3.2 CONSULTAS

3.2.2 Temática de las consultas

3.2.2.3 Derecho a la vivienda

Nuevamente la necesidad de vivienda es una de las problemáticas que más nos han planteado los 
ciudadanos ante nuestra Oficina a lo largo de 2021. La mayoría de las personas solicitan nuestra 
intervención porque no pueden acceder a una vivienda por sus propios medios, o bien ante la pérdida de 
la suya por procedimientos judiciales de desahucio o por irregularidades en la tramitación de las ayudas 
públicas.

La vivienda es un bien cada vez más inaccesible para muchos ciudadanos y así nos lo transmiten en sus 
consultas. Gran parte de ellos no tienen recursos propios para comprar o alquilar una vivienda libre 
cuyos precios son cada vez más elevados, ni tampoco acceder a una vivienda pública por la gran escasez 
de las mismas.
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Algunas personas llevan años inscritas en los registros públicos municipales de demandantes de 
viviendas protegidas, sin haber tenido oportunidad de acceder a ninguna, y otras ni siquiera conocen la 

existencia de estos registros.

Reclaman la intervención de la Administración con soluciones urgentes 
que no les facilitan. Por eso nos exponen que se encuentran en situaciones 
extremas de exclusión social y en ocasiones, argumentan las ocupaciones 
sin título de viviendas ya sean públicas o privadas para evitar verse en la 
calle. No cuentan con ingresos suficientes, están pendientes de que les 
resuelvan el Ingreso Mínimo Vital o bien la Renta Mínima de Inserción, 
tienen dificultades para alquilar una vivienda porque no tienen nóminas, 
no pueden contactar con los SS.SS o bien estos no les dan ayudas para 
el alquiler, las ayudas de alquiler solicitadas tienen tanta demora que 
terminan en desahucios, muchos han retornado a convivencias con 
familia de origen con multitud de problemas de empadronamiento y 
acceso a prestaciones sociales. Citemos algunos ejemplos:

“Hola buenas quería tener una cita presencial con el defensor del pueblo ya que me encuentro en una 
situación muy mala. Vivo con mis padres, mis 2 hijas de 10 y 5 años. Mi pareja y yo estamos en un 
piso de 58 metros y la habitación el la que dormimos mide 2.30 de ancho por 3.30 de largo y con 
humedad. Dormimos 4 personas en una cama de 1,50 y la verdad es difícil vivir así y más cuando hay 
problemas de convivencia. He estado en los Servicios Sociales de la Macarena donde me encuentro 
con negativas al solicitar una vivienda social y donde voy nadie me ayuda. Por favor necesito con 
urgencia una cita con usted a ver si me pudieran ayudar en algo. Les ruego ayuda”.

Otra familia con una hija discapacitada también acude con su necesidad de alojamiento:

“Somos una familia de 5 personas con una niña con discapacidad aguda, que necesitamos 
urgentemente un alojamiento para poder vivir de manera digna, de momento estamos viviendo 
en una vivienda de ocupación porque no tenemos otra opción estamos hablando con los servicios 
sociales, pero no tenemos solución y nuestra hija se está apagando, por lo cual necesitamos una 
solución urgente. Os agradecería que nos diera los pasos que tenemos que seguir para poder salir de 
esta situación. Cualquier documentación que tengamos que adjuntar quedamos a su disposición.”

Cabe destacar que muchas de las consultas relativas a la necesidad de vivienda se presentan por familias 
monoparentales, mujeres, con hijos menores a su cargo que están desempleadas o con trabajos muy 
precarios, con escasos recursos económicos y que dependen continuamente de prestaciones o ayudas 
sociales para subsistir. Así han acudido a nuestra sede reivindicando el derecho a acceder a una vivienda 
digna, como cabeza de familia. Asumen solas, la crianza y el cuidado de sus hijos e hijas y además están 
solas para conseguir los ingresos económicos para satisfacer todas las necesidades de su familia. Tal es 
el siguiente caso:

Por si no fuese suficiente, a todo esto no en pocas ocasiones hay que añadir que son o han sido víctimas 
de violencia de género. Tienen en común el miedo a sus maltratadores y la incertidumbre de lo que va 
a pasar y en muchas ocasiones el gran desconocimiento sobre las ayudas o recursos públicos a los que 
acceder o la imposibilidad de contactar con los mismos, ante lo que evidentemente nos encontramos 
con familias en verdaderas situaciones de exclusión social.

El drama de los desahucios también es percibido por muchas familias con hijos que no saben 
donde van a poder alojarse. Familias compuestas por menores, que mostraban su impotencia ante la 
incertidumbre de lo que ocurriría después de perder su hogar. Eran personas que habiendo acudido a 
las administraciones para pedir auxilio no encontraban soluciones y que aunque se habían demorado los 
desahucios no sabían qué iba a pasar después de las moratorias.

Y las ayudas para el alquiler de vivienda  se  han  demostrado  a  todas  luces  insuficientes  y  mal 
gestionadas, siendo una de los problemas que más nos manifiestan las familias. Por un lado se muestran 
en desacuerdo con el procedimiento de concurrencia competitiva:

La necesidad de 
vivienda es una de 
las problemáticas 
que más nos 
han planteado 
especialmente 
las familias 
monoparentales o 
mujeres víctimas de 
violencia de género
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“Solicité a la trabajadora social una ayuda al alquiler para personas víctimas de violencia de género, 
desahucios y personas vulnerables, en mi caso desahucios. Llamo a fomento y me dicen que ya 
dieron la ayuda y que se acabó el dinero, me parece de vergüenza. Me pondré en contacto con la 
unión europea para denunciar está situación, como puede ser posible que den dinero a España y se 
reparta a las comunidades autónomas y no llegue a la gente que de verdad lo necesita.”

4 RELACIONES INSTITUCIONALES

4.1 Colaboración con los agentes sociales

…

Destacamos asimismo la jornada organizada por esta Institución, en su condición de Defensor del Pueblo 
Andaluz, titulada «Brecha digital: la nueva exclusión social».

En la nueva sociedad digital quienes no disponen de un ordenador, no tienen acceso a internet o no 
saben utilizar las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, no sólo ven limitadas sus 
oportunidades de prosperar económicamente, de encontrar un empleo o de desarrollar sus relaciones 
sociales, sino que afrontan además serias dificultades para ejercer plenamente derechos tan básicos 
como la educación, la salud, el acceso a la vivienda o a la cultura. Relacionarse con la Administración se 
ha convertido en un difícil reto para quienes no utilizan medios electrónicos.

Por su parte en la nueva sociedad de la información quienes carecen de los medios o las habilidades 
digitales necesarias ocupan el lado equivocado de la denominada brecha digital y están llamados a 
integrar un nuevo colectivo de marginalidad y exclusión social. Encontrar soluciones que permitan 
superar esta brecha y seguir avanzando sin dejar a nadie atrás constituye, posiblemente, el principal 
reto que enfrentan hoy en día las sociedades avanzadas.

En la jornada mencionada se tuvo ocasión de debatir con destacados profesionales y entidades sociales 
expertos en la materia cómo afecta la brecha digital al ejercicio del derecho a la educación, a una 
educación inclusiva y de calidad; cómo ha incidido la pandemia, y la suspensión de las clases presenciales, 
de manera especial en el alumnado más vulnerable. En el mismo acto debatimos sobre si el Sistema 
educativo andaluz está preparado para la enseñanza digital e intentando ofrecer soluciones para 
combatir o al menos paliar la brecha digital en el ámbito de la educación.

Jornada: Brecha digital. La nueva exclusión social

Fuente: propia. Defensor del Pueblo Andaluz

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/brecha-digital-la-nueva-exclusion

